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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, de fecha primero de julio de dos mil veintiséis.

VISTO el expediente conformado con motivo del Recurso de Revisión 03691/INFOEM/CD/RR/2026, interpuesto por, XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en calidad de Titular de los Datos Personales que en lo sucesivo podrá ser denominado el Titular, Recurrente o Particular, en contra de la falta de respuesta del Responsable del Tratamiento o Sujeto Obligado, Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, se emite la presente Resolución con base en los Antecedentes y Considerandos que se exponen a continuación:
 
ANTECEDENTES

[bookmark: _Hlk13731818]I. Presentación de la solicitud de información

El veinte de febrero de dos mil veintiséis, el Titular presentó una solicitud de cancelación de sus datos personales, a través del Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, misma que fue registrada con el número de folio 00001/TRIECA/CD/2026, mediante la cual requirió:

MEDIO PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES
SARCOEM

DATOS PERSONALES A LOS QUE DESEA SU CANCELACIÓN
SOLICITO la cancelación y supresión de MI nombre en las listas o en el boletín electrónico con el propósito de que no continúe apareciendo, y oponiéndome a que personas físicas o morales hagan uso de esa información, tal y como lo hace la página electrónica www.buholegal.com, www.poderjudicialvirtual.com y cualquier otra, los cuales se alimentan o reúnen su información a partir del boletín que de forma electrónica publica este sujeto obligado. particularmente se solicita dicha eliminación por lo que respecta al juicio XXXXXXXX del indice del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Mexico, con sede en Toluca En ese sentido, con fundamento en los preceptos 1, 2, 3, 19, 80 y 81 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México, en relación con los numerales 45 fracción II y 47 del Reglamento de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Poder Judicial del Estado de México, con el fin de respetar el derecho de intimidad de las partes, y con la finalidad de no permitir el acceso a la información confidencial, que por virtud de la intervención que tienen en este procedimiento judicial les incumbe y con ello garantizar la protección y seguridad de dicha información, se ordena a la actuaria de la adscripción proceda a realizar los trámites adminsitrativos necesarios, para que se suprima el nombre de las Partes en las listas y boletín judicial correspondiente al expediente que nos ocupa XXXXXXXX y en su lugar aparezca la palabra “SECRETO”, bajo el entendido que al realizarce las notificaciones electrónicas se entederá por notificada a la parte actora “SECRETO”.

RAZONES POR LA CUALES DESEA QUE SUS DATOS PERSONALES DEBAN SER CANCELADOS
En el caso de las listas o boletín electrónico, se mantienen de forma indefinida los datos de las personas que son partes en los juicios, y va más allá de lo previsto por la Ley Laboral, el cual regula que el boletín y la lista se fijarán diariamente en lugar visible del Tribunal, expresando únicamente el número del expediente y el nombre de las partes, de lo cual se asentará razón en el expediente respectivo. lo que no implica que se hagan publicas las listas de forma electrónica.

A su solicitud, adjuntó el documento que lleva por nombre 000012026066114914081, que contiene una imagen, la cual, de cuenta del anverso y reverso de la credencial para votar, expedida por el Instituto Nacional Electoral, a nombre de la Particular.

II. Respuesta del Sujeto Obligado

El plazo legal para emitir respuesta transcurrió del veintiuno de febrero al veinticuatro de marzo de dos mil veintiséis, sin que el Responsable del Tratamiento emitiera pronunciamiento alguno dentro del término previsto en el artículo 108 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios. En ese sentido, resulta pertinente señalar que el último párrafo del citado precepto establece expresamente que, ante la falta de respuesta a una solicitud de ejercicio de derechos ARCOP, se entenderá que la respuesta es negativa; por tanto, la omisión del Responsable del Tratamiento actualizó la consecuencia jurídica prevista por la propia ley, consistente en tener por configurada una respuesta en sentido negativo.

III. Interposición del Recurso de Revisión

El treinta y uno de marzo de dos mil veintiséis, se recibió en este Instituto, a través del Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), el Recurso de Revisión interpuesto por la parte Recurrente en contra de la respuesta emitida por el Sujeto Obligado a la solicitud de acceso 00001/TRIECA/CD/2026, en los términos siguientes:

ACTO IMPUGNADO
Falta de respuesta.

RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD
El sujeto obligado fue omiso en responder.

IV. Trámite del Recurso de Revisión ante el Instituto

a) Turno del Recurso de Revisión. El treinta y uno de marzo de dos mil veintiséis, con base en el sistema aprobado por el Pleno de este Organismo Garante, el Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), asignó el número de expediente 03691/INFOEM/CD/RR/2026 al medio de impugnación que nos ocupa y lo turnó al Comisionado Ponente Luis Gustavo Parra Noriega, para los efectos del artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, supletoria de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, de conformidad con su artículo 11.

b) Admisión del Recurso de Revisión. Por acuerdo de nueve de abril de dos mil veintiséis, notificado al día hábil siguiente, en términos del artículo 185, fracciones I y II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se comunicó a través del Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), la admisión del Recurso de Revisión interpuesto por el Recurrente en contra de la respuesta del Sujeto Obligado, por lo cual, se les otorgó a las partes un plazo de siete días hábiles posteriores a la misma, para manifestar su intención de conciliar.

c) Etapa de Conciliación. Dentro del plazo otorgado para emitir la intención de conciliar, tanto el Responsable como el Titular, fueron omisos en realizar pronunciamiento alguno. Este Organismo Garante, incluso, dejo abierta esta etapa por un plazo mayor, pese a ello, las partes no expresaron su intención de conciliar.

Por ello, el tres de junio do dos mil veintiséis se determinó el cierre de la etapa de conciliación, acto que fue notificado a las partes.

d) Etapa de Manifestaciones. En fecha tres de junio de dos mil veintiséis, este Organismo Garante, abrió la etapa de manifestaciones, con la finalidad de que las Partes pudiesen emitir cualquier clase de pronunciamiento o bien remitir documentos que a su derecho convengan. 

Transcurrido el plazo, las partes fueron omisas en realizar pronunciamiento alguno.

e) Ampliación de plazo para resolver. El veinticinco de junio de dos mil veintiséis, el Comisionado Ponente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, acordó ampliar por un periodo razonable, el plazo para resolver el Recurso que nos ocupa; acto que fue notificado a las partes, mediante el Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), en la misma fecha.

Este organismo garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos dentro del primer semestre del año dos mil veintidós, que, en comparación con los recibidos el año pasado dentro del mismo periodo, se ha incrementado aproximadamente un 400%, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.
 
Por ello, es menester precisar que si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en los elementos para medir su razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.
 
Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable.
 
En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:  
 
1. Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.

1. Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.

1. Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.

1. La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.
 
Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.
 
Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:
 
 “PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.
 
“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto resulta de carácter excepcional.

f) Cierre de instrucción. Con fecha veintiséis de junio de dos mil veintiséis, al no existir diligencias pendientes por desahogar, se emitió el acuerdo por medio del cual se declaró cerrada la instrucción y se determinó pasar el expediente a resolución, en términos de lo dispuesto en los artículos 185, fracciones VI y VIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, mismo que fue notificado a las partes el mismo día de su emisión, a través del Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM).

En razón de que fue debidamente sustanciado el expediente electrónico y no existe diligencia pendiente de desahogo, se emite la resolución que conforme a Derecho proceda, de acuerdo a los siguientes: 

C O N S I D E R A N D O S

PRIMERO. Competencia

El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión interpuesto por la parte Recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 6°, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5°, párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto fracciones I, II, III, IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 1°, 3°, fracción XXIV, fracción I, 103 y 111, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiséis de enero de dos mil diecisiete; así como los artículos 1°, 4°, fracción XXII, 81, 82, fracción III, 119 y 137 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, así como en lo dispuesto por los artículos 9°, fracciones I y XXIV y 11, del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Causales de improcedencia y sobreseimiento

Previo al análisis de fondo de la controversia presentada en el asunto que nos ocupa, este Instituto se encuentra obligado a efectuar el estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público y de estudio preferente (acorde con el Criterio orientador en la Tesis de Jurisprudencia número 940, pág. 1538, segunda parte del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 1917-1988.).

· Causales de improcedencia

En el presente caso, no se actualiza ninguna de las causales de improcedencia establecidas por el artículo 138, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, toda vez que el recurso de revisión fue interpuesto en tiempo; el solicitante acreditó su identidad para efectos de la interposición del Recurso de Revisión; este Instituto no tiene conocimiento de haber resuelto sobre la materia del medio de impugnación que nos ocupa; se actualiza la causal de procedencia prevista por el artículo 129, fracción III de la Ley en cita; no se tiene conocimiento que ante Tribunales competentes se esté tramitando algún recurso o medio de defensa en contra del acto recurrido ante este Instituto; el Particular no modificó ni amplió su solicitud de acceso a datos personales y; finalmente el Particular acreditó el interés jurídico para efectos de interponer el medio de impugnación que nos ocupa.

· Causales de sobreseimiento

De los autos que corren agregados al expediente en el que se actúa, no fue posible advertir que se actualizarán causales de sobreseimiento previstas en el artículo 139 fracciones I, II, III y V de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; toda vez que no obra constancia de que el solicitante se hubiera desistido del recurso, que hubiera fallecido, que hubiera aparecido una causal de improcedencia durante el trámite del presente recurso, que el Sujeto Obligado hubiera modificado su respuesta y con ello dejado sin materia el recurso de revisión, o bien que el recurso de revisión hubiera quedado sin materia por algún motivo. 

Consecuentemente al no existir motivo de improcedencia y/o sobreseimiento en el presente asunto, lo conducente es entrar al análisis de fondo de la controversia. Para ello, en el Considerando siguiente se realizará la relatoría de las actuaciones efectuadas por las partes durante el procedimiento de Acceso a Datos Personales y a Información Pública, con la finalidad de determinar claramente la cuestión a resolver.

TERCERO. Determinación de la Controversia

Una vez realizado el estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa, se desprende que el Titular, requirió la cancelación de sus datos personales en el boletín laboral, administrado por el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, quien fue omiso en otorgar respuesta.

Así, estos motivos de inconformidad podemos circunscribirlos a lo contemplado en el artículo 129, fracciones VII y XI, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, que contemplan la procedencia del recurso de revisión cuando no se dé respuesta a una solicitud para el ejercicio de los derechos ARCOP dentro de los plazos establecidos en la normatividad aplicable, así como cuando no se dé trámite a una solicitud para el ejercicio de dichos derechos.

 CUARTO. Marco normativo aplicable en materia de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales

Los derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de datos personales, se encuentran regulados en los artículos 6°, apartado A y 16, segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales establecen que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.

Los referidos derechos, son catalogados como el derecho humano con que cuenta una persona para la protección de sus datos personales, en posesión de Sujetos Obligados, el tratamiento de estos debe de ajustarse a los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad.

El procedimiento aplicable al Recurso de Revisión en materia del ejercicio de derechos ARCOP (Acceso, Rectificación, Cancelación, Oposición y Portabilidad de datos personales), se encuentra contemplado en el Título Décimo Tercer de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

Finalmente es de precisarse que el Sistema de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), funge como guía para complementar cada una de las etapas del proceso y con ello estar en posibilidad de acceder a lo peticionado

QUINTO. Estudio de Fondo

En el presente asunto, la Titular solicitó al Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje la cancelación y supresión de su nombre en las listas o boletín electrónico administrado por dicho Responsable, particularmente respecto del juicio identificado en su solicitud, al considerar que la publicación electrónica de su nombre permite que terceros recopilen, reproduzcan o utilicen dicha información en páginas electrónicas ajenas al Sujeto Obligado, con una finalidad distinta a aquella para la cual fue originalmente publicada.

Al respecto, este Organismo Garante advierte que el Responsable fue omiso en emitir respuesta dentro del plazo previsto por el artículo 108 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; por tanto, se actualizó la consecuencia jurídica establecida en el último párrafo de dicho precepto, consistente en tener por configurada una respuesta en sentido negativo.

Ahora bien, aun cuando la Titular denominó su pretensión como una solicitud de cancelación de datos personales, del análisis integral de la solicitud se advierte que su pretensión material no se dirige a la eliminación absoluta de sus datos personales de los expedientes, archivos o registros jurisdiccionales del Responsable, ni a impedir que el Tribunal conserve la información necesaria para el trámite, sustanciación o ejecución del procedimiento laboral correspondiente.
Por el contrario, la pretensión esencial de la Titular consiste en que cese la publicación o difusión de su nombre en el boletín laboral electrónico, a fin de evitar que dicho dato personal continúe siendo accesible, reutilizado o vinculado por terceros a partir de una fuente pública administrada por el Responsable.

En ese sentido, resulta necesario distinguir entre el derecho de cancelación y el derecho de oposición al tratamiento de datos personales.


Por una parte, tenemos que el derecho de cancelación se contempla en el artículo 100 de la Ley de Datos vigente en la entidad, que contempla lo siguiente:

Derecho de Cancelación 
Artículo 100. El titular tendrá derecho a solicitar la cancelación de sus datos personales de los archivos, registros, expedientes y sistemas del responsable a fin que los mismos ya no estén en su posesión y dejen de ser tratados por este último. 

Sin perjuicio de lo que disponga la normatividad aplicable al caso concreto, el responsable procederá a la cancelación de datos, previo bloqueo de los mismos, cuando hayan transcurrido los plazos establecidos por los instrumentos de control archivísticos aplicables. 

Cuando los datos personales hubiesen sido transferidos con anterioridad a la fecha de cancelación, dichas cancelaciones deberán hacerse del conocimiento de los destinatarios, quienes deberán realizar también la cancelación correspondiente.

Esto es, la definición no se establece con claridad en dicho artículo, sin embargo, en contexto con los artículos 102 y 103, se pueden advertir que su eliminación, se relaciona de manera directa con el bloqueo del dato, esto implica, la eliminación en los archivos del Sujeto Obligado.

Bloqueo del Dato 
Artículo 101. La cancelación dará lugar al bloqueo de los datos en el que el responsable lo conservará precautoriamente para efectos de responsabilidades, hasta el plazo de prescripción legal o contractual de éstas.

Durante dicho periodo, los datos personales no podrán ser objeto de tratamiento y transcurrido éste, se procederá a su cancelación en la base y sistemas de datos que corresponda.

La cancelación procederá de oficio cuando el administrador, en términos de lo establecido en los lineamientos respectivos, estime que dichos datos resultan inadecuados o excesivos o cuando haya concluido la finalidad para la cual fueron recabados.

Excepciones al Derecho de Cancelación 
Artículo 102. El responsable no estará obligado a cancelar los datos personales cuando: 
I. Deban ser tratados por disposición legal. 
II. Se refieran a las partes de un contrato y sean necesarios para su desarrollo y cumplimiento. 
III. Obstaculicen actuaciones judiciales o administrativas, la investigación y persecución de delitos o la actualización de sanciones administrativas, afecten la seguridad o salud pública, disposiciones de orden público, o derechos de terceros. 
IV. Sean necesarios para proteger los intereses jurídicamente tutelados del titular o de un tercero. 
V. Sean necesarios para realizar una acción en función del interés público. 
VI. Se requieran para cumplir con una obligación legalmente adquirida por el titular.

El derecho de cancelación, previsto en el artículo 100 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, permite al titular solicitar que sus datos personales sean cancelados de los archivos, registros, expedientes y sistemas del responsable, a fin de que dejen de estar en su posesión y dejen de ser tratados por este último, sin perjuicio de los plazos de conservación, bloqueo y responsabilidades que correspondan conforme a la normatividad aplicable.

Asimismo, el artículo 101 de la Ley en cita establece que la cancelación dará lugar al bloqueo de los datos, periodo durante el cual el responsable los conservará precautoriamente para efectos de responsabilidades, hasta el plazo de prescripción legal o contractual correspondiente; transcurrido dicho plazo, procederá su cancelación en la base o sistema de datos que corresponda.

Es entonces que debemos señalar que la Particular, busca ejercer un derecho de cancelación, sin embargo, por cuanto respecta a la descripción de su solicitud, podemos ver que se adecua mas al derecho de oposición al tratamiento, no así a la cancelación. Al respecto es vital establecer que el ejercicio de derechos ARCOP, se hace siempre con una perspectiva pro persona y con una interpretación conforme, por mandato constitucional contemplado en su artículo 1° y principio legal establecido en la propia ley de datos en su artículo 10°.

Dicho esto, el artículo 11, constriñe a este Organismo Garante, a suplir en beneficio de los Particulares, la deficiencia de la queja, en este contexto, también el artículo 112 de la ley en cita, contempla la obligación al responsable y en extensión a este Organismo Garante, a reconducir la vía, de advertirse que los Particulares, están ejerciendo un derecho diverso. Por tanto, este Instituto considera que, en el presente caso, la solicitud debe analizarse bajo el derecho de oposición al tratamiento de datos personales, previsto en el artículo 103 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

Entonces, al analizar lo requerido, la Particular, desea ejercer el derecho de oposición se encuentra regulado en el artículo 103, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, que contempla que los Titulares, podrán oponerse al tratamiento, aun cuando este sea licito, bajo cinco supuestos; para mejor referencia, se reproduce el artículo de manera textual.

Derecho de Oposición Artículo 103. El titular tendrá derecho en todo momento y por razones legítimas a oponerse al tratamiento de sus datos personales, para una o varias finalidades o exigir que cese el mismo, en los supuestos siguientes: 
I. Cuando los datos se hubiesen recabado sin su consentimiento y éste resultara exigible en términos de esta Ley y disposiciones aplicables. 
II. Aun siendo lícito el tratamiento, el mismo debe cesar para evitar que su persistencia cause un daño o perjuicio al titular. 
III. Sus datos personales sean objeto de un tratamiento automatizado, el cual le produzca efectos jurídicos no deseados o afecte de manera significativa sus intereses, derechos o libertades y estén destinados a evaluar, sin intervención humana, determinados aspectos personales del mismo o analizar o predecir, en particular, su rendimiento profesional, situación económica, estado de salud, preferencias sexuales, fiabilidad o comportamiento. 
IV. Cuando el titular identifique que se han asociado datos personales o se le ha identificado con un registro del cuál no sea titular o se le incluya dentro de un sistema de datos personales en el cual no tenga correspondencia. 
V. Cuando existan motivos fundados para ello y la Ley no disponga lo contrario.

En el presente asunto, no señaló la causa que acredite la fracción II del artículo 103, antes citado, sin embargo, derivado de diversos precedentes resueltos por este organismo garante, como en el expediente 01701/INFOEM/OD/RR/2023, se advierte que la publicación del nombre, afecta para efectos de la libertad de obtener un empleo, pues se vuelve en algunos casos, información utilizada por empleadores para negar un trabajo.

Al respecto se señala que el derecho de oposición, opera tanto en tratamiento legales como en tratamientos ilegales. En el presente asunto, nos encontramos ante un tratamiento legal de datos personales, pues es la vía que contempla el artículo 19, fracción IV del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje para practicar las notificaciones.

Artículo 19.- Los Secretarios de Acuerdos, tienen las siguientes obligaciones y facultades:
…
IV. Practicar las notificaciones en el Boletín o por los estrados que ordenen el Pleno o el Presidente, resguardando copias de ellos hasta por un año, o bien practicar notificaciones personales cuando las partes concurran al local del Tribunal;
…

De lo anterior se desprende que el boletín laboral constituye un instrumento vinculado con la función notificadora del Tribunal, sin embargo, como se advierte, la posición de datos, es tanto sobre el tratamiento licito, como es en el presente asunto, como en el ilícito.

El Boletín Laboral Burocrático del Estado de México tiene naturaleza nominativa y procesal, en tanto contiene nombres de personas físicas vinculadas con procedimientos laborales burocráticos, los cuales constituyen datos personales al referirse a personas identificadas o identificables. Su existencia y validez como medio de comunicación procesal encuentran sustento, principalmente, en los artículos 211, 213 y 214 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, de los que se advierte que los términos procesales se computan a partir de la notificación, que las partes y terceros interesados deben señalar domicilio o correo electrónico autorizado para recibir notificaciones, y que, ante la falta de dicho señalamiento, las notificaciones personales y de cualquier índole pueden realizarse por estrados o boletín laboral. 

Asimismo, el artículo 3, fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje define al Boletín como el Boletín Laboral Burocrático, mientras que su artículo 14, fracción VII, atribuye a la Secretaría General Operativa la facultad de coordinar, organizar y revisar su publicación diaria, la cual contiene la lista de notificaciones emitidas por las unidades administrativas del Tribunal y de sus Salas. En ese sentido, aun cuando dicho instrumento puede implicar la publicación del nombre de las partes, su finalidad jurídica no es divulgar a la generalidad información concerniente a procedimientos laborales, sino hacer del conocimiento de las partes, sus autorizados y quienes legalmente intervienen en el juicio las actuaciones que inciden en sus derechos, cargas y plazos procesales. 

Por ello, frente al ejercicio del derecho de oposición al tratamiento del nombre contenido en boletines laborales, el análisis debe atender a los principios de finalidad, licitud y proporcionalidad, pues la publicación originaria puede encontrarse justificada para efectos de notificación; sin embargo, ello no habilita, por sí mismo, una difusión, conservación visible o reutilización posterior que exceda la finalidad procesal que le dio origen. En consecuencia, de acreditarse que la exposición del dato nominativo ya no resulta adecuada, relevante o estrictamente necesaria para la finalidad notificadora, procede ordenar la oposición o limitación del tratamiento en la modalidad que permita cesar la difusión pública del nombre, sin afectar la validez de las actuaciones jurisdiccionales ni el acceso que legalmente corresponda a las partes, sus representantes, autorizados o autoridades competentes.

En el presente asunto, no hubo respuesta por parte del Sujeto Obligado, por lo que se revisó en fuentes de acceso público, como lo son páginas electrónicas y se advirtió que el nombre de la Particular se encuentra registrada en el boletín referido por el Sujeto Obligado, el cual es administrado por el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje.

En este contexto, es dable ordenar la oposición, con la finalidad de que se haga la búsqueda en todas las áreas en las que podría obrar la información; de manera enunciativa mas no limitativa, son competentes para generar, poseer o administrar el boletín laboral, los Secretarios de Acuerdos en términos del artículo 19 fracción IV y el responsable del área de informática de conformidad con lo señalado en el artículo 36, fracción V, ambos preceptos legales del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, que consideran:

Artículo 19.- Los Secretarios de Acuerdos, tienen las siguientes obligaciones y facultades:
…
IV. Practicar las notificaciones en el Boletín o por los estrados que ordenen el Pleno o el Presidente, resguardando copias de ellos hasta por un año, o bien practicar notificaciones personales cuando las partes concurran al local del Tribunal;
…

Artículo 36.- El responsable del área de Informática tendrá las obligaciones siguientes:
…
V. Imprimir diariamente el Boletín laboral de acuerdo a la información proporcionada por los Secretarios de Acuerdos.

Así, deberá realizar el testado del dato personal, que permee la oposición del tratamiento del nombre de la Particular, cuyo juicio es identificable a través del número de expediente.

No se omite señalar que nominativamente el número de recurso de revisión, en sus metadatos conserva el dato como CD (Cancelación de Datos Personales), cuando con la reorientación, será tratado conforme la oposición de datos personales (OD), por cuanto respecta a la presente resolución. Esto es, aun cuando se determinó darle tratamiento de oposición, el Recurso de Revisión, al haber sido solicitado como Cancelación, conserva los metadatos de origen.

SEXTO. Decisión

Con fundamento en el artículo 137, fracción IV, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, este Instituto considera procedente ORDENAR la oposición de los datos personales de la Particular, en el boletín laboral, publicado por el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje.
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En el caso en estudio, como ha quedado señalado que el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje omitió dar respuesta en el plazo señalado en el artículo 108 Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

Al respecto, el artículo 36, fracción X, de la de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establece que es atribución de este Instituto hacer del conocimiento del Órgano Interno de Control o equivalente de cada Sujeto Obligado las infracciones a esta Ley. 

En ese sentido, de conformidad con lo previsto en el artículo 165, fracción XXI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, son causas de responsabilidad administrativa los incumplimientos de las obligaciones establecida en la Ley señalada, entre otras conductas, incumplir los plazos de atención para responder las solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO. 

Por su parte, el artículo 223 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé que este Instituto deberá dar vista al Área Competente, con el fin de que determine el grado de responsabilidad de los servidores públicos que incumplan con las obligaciones establecidas en la Ley. 

En ese contexto, la fracción XXVII, del artículo 19, del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, establece que es función de la Secretaría Técnica del Pleno, remitir al Órgano Interno de Control de los Sujetos Obligados, las presuntas infracciones cometidas en el marco de la Ley de la materia, para la promoción de responsabilidades y sanciones. 

Sobre el particular, si bien, la presente resolución no tiene por objetivo investigar y determinar posibles violaciones al derecho de acceso a la información, toda vez que este Organismo Autónomo, advirtió la falta de respuesta del Sujeto Obligado, se considera procedente dar vista a la Secretaría Técnica de este Instituto, para que realice lo conducente.

Términos de la Resolución para el Recurrente

Este Instituto Garante considera que le asiste la razón a la Titular, toda vez que el Responsable fue omiso en emitir respuesta a la solicitud de ejercicio de derechos ARCOP dentro del plazo legalmente previsto.

En consecuencia, el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje deberá realizar las gestiones necesarias ante las áreas competentes para generar, poseer, administrar, publicar o conservar los boletines laborales, ya sea en formato físico, digital o electrónico, a efecto de otorgar la oposición al tratamiento del nombre de la Titular en los boletines laborales correspondientes al expediente señalado en la solicitud.

[bookmark: _GoBack]Para tal efecto, deberá implementar las acciones necesarias para que cese la publicación o difusión del nombre de la Titular en dichos boletines, sin que ello implique eliminar los datos personales que deban conservarse en el expediente, archivos, registros o sistemas institucionales necesarios para el ejercicio de sus atribuciones.

Asimismo, deberá emitir y entregar a la Titular la constancia, acuerdo o documento que acredite el cumplimiento de la oposición otorgada.

La labor del Instituto de Transparencia Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es apoyar a la población para acceder a la información pública y garantizar la protección de sus datos personales.

Por lo expuesto y fundado, este Pleno:

R E S U E L V E

PRIMERO. Resultan FUNDADAS las razones o motivos de inconformidad hechos valer por el Particular en el Recurso de Revisión 03691/INFOEM/CD/RR/2026, en términos de los considerandos QUINTO y SEXTO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, a efecto de que, previa búsqueda exhaustiva y razonable de la información:

· Realice la oposición del tratamiento de los datos personales del Titular en cualquier boletín laboral físico o electrónico que obre en sus archivos, por lo que respecta al juicio 2021/2025.

Para la realización del trámite, el Sujeto Obligado y el Particular, deberán adecuarse a lo siguiente, en términos de lo contemplado en el artículo 137, párrafo segundo de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios:

a) Deberá realizar la búsqueda exhaustiva, al menos con los Secretarios de Acuerdos, generadores de la información y el responsable del área informática.
b) De localizar boletines laborales en donde obren datos personales del hoy Recurrente, se deberá informar al Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, quien deberá sesionar, para dar cumplimiento a la presente resolución, eliminando los datos personales del Recurrente siguiente el procedimiento para la elaboración de versiones públicas.
c) Una vez realizada la oposición y elaboradas las versiones públicas, se le deberá informar al Particular de la procedencia de su derecho y hacer entrega de una copia de la versión pública y del Acuerdo del Comité de Transparencia, por el cual aprobó su elaboración.

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado a través del Sistema de Acceso, Rectificación Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), para que conforme al artículo 137, segundo párrafo y 141 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, así como del artículo 186, último párrafo, 189, segundo párrafo, y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, supletoria de la Ley de Datos Personales; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 154, 155, 159, 162 y 163 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; 198, 200, fracción III, 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. NOTIFÍQUESE al Recurrente la presente Resolución a través del Sistema de Acceso, Rectificación Cancelación y Oposición de Datos Personales del Estado de México (SARCOEM), asimismo, se hace de su conocimiento que de conformidad con lo establecido en el artículo 142 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios podrá promover el Juicio de Amparo, en términos de las leyes aplicables.

QUINTO. Gírese oficio a la Secretaría Técnica del Pleno de este Instituto para hacer del conocimiento del Órgano Interno de Control competente la presente resolución, a fin de que de conformidad con el artículo 190, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, supletoria de la Ley de Protección de Datos Personales vigente en la entidad, determine lo conducente, en términos de lo señalado en el Considerando SÉPTIMO de la presente Resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA VIGÉSIMA CUARTA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL PRIMERO DE JULIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
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